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Introducción

La línea de Análisis de la Situación de Salud de la Fa-
cultad Nacional de Salud Pública y la red Colombiana 
de Investigación en Políticas y Sistemas de salud apoyan 
la realización de cursos de gestión y análisis de políticas 
públicas los programas de doctorado y maestría en salud 
pública de Universidades del Colombia. Este ensayo re-
copila los conceptos y discusiones básicas relacionadas 
la formulación y el análisis de las políticas públicas. 

Las políticas públicas son dispositivos de los Esta-
dos modernos para el control social [1]; desde mediados 
del siglo xx se las reconoce con este nombre [2,3]. Se-
gún la concepción del mundo y de la organización social 
promovida en Europa por la Ilustración y la Modernidad, 
una política pública es una directriz que el Estado, au-
toridad legítima del sistema social, impone al colectivo 
como manera de proceder frente a un asunto específico, 
reconocido como de interés público. A consecuencia de 
las guerras napoleónicas, esta concepción se expandió 
por casi todo el mundo occidental y fue adoptada por 
las democracias liberales de Europa y América durante 
el siglo xix. Luego muchos países han venido adoptan-
do estos principios y conformado Estados de Derecho, 
regidos por los principios jurídicos y filosóficos de la 
Modernidad [4-6]. En los Estados sociales regulados por 
el derecho, surgidos de las revoluciones francesa y ame-
ricana, se considera que las directrices hoy reconocidas 
como políticas públicas deben cumplir con las siguien-
tes condiciones: a) sólo pueden ser fijadas por las insti-
tuciones estatales en calidad de autoridad legítima, b) 
son taxativas para toda la sociedad, para los gobernados 

y para los gobernantes, c) realizarse con participación 
de los involucrados, d) ajustarse a la normatividad ju-
rídica, y e) privilegiar el bien común. En este contexto, 
el término política pública suele referirse a las acciones 
del Estado, a sus relaciones con los demás miembros de 
la sociedad y al modo en que se ejerce el gobierno. Con-
viene anotar que desde mediados de 1980 se viene dan-
do en el ámbito internacional una amplia controversia 
relacionada con el papel que se asigna al Estado en los 
regímenes neoliberales [7-12].

El curso de las políticas públicas se ha descrito como 
el producto de un proceso político complejo y dinámico 
que obedece a los intereses de los actores sociales, con 
frecuencia involucra eventos imprevisibles que rara vez 
ocurren de manera secuencial. Más que un proceso técni-
camente dirigido, las políticas son el producto de múlti-
ples maniobras dirigidas a controlar los recursos. Algunas 
son socialmente aceptables desde los valores democráti-
cos, pero otras pueden ser ilícitas e inmorales. Prácticas 
como el soborno, el chantaje, el espionaje, el clientelismo, 
la difamación de los oponentes y la asignación amaña-
da de contratos públicos, son ampliamente utilizadas en 
el mundo para controlar los recursos de interés común, 
aún en países que se precian ser democracias transparen-
tes, como lo han puesto en evidencia WikiLeaks [13]. La 
corrupción, entendida como la cooptación del Estado y 
de los bienes públicos por parte de grupos privados, ha 
ampliado su repertorio y avanza a pasos agigantados en 
la medida en que se expande el modelo neoliberal, como 
se desprende de los informes anuales publicados por or-
ganismos internacionales [14-16]; también se ha propa-
gado en el campo de la salud, asociada con la expansión 
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de los mercados de servicios, seguros, medicamentos y 
otros insumos [17]. Los informes insisten en la necesidad 
de fortalecer la transparencia, las veedurías sociales y la 
participación ciudadana en los procesos que involucren el 
interés público [18, 19], como requisitos para sostener la 
democracia y responder a los fines sociales del Estado.

A pesar de lo anterior, se considera que donde el 
contexto político es favorable, la formulación y pues-
ta en marcha de las políticas es también susceptible de 
responder a técnicas administrativas dirigidas a garan-
tizar la racionalidad de las decisiones, reducir la incer-
tidumbre y asegurar los fundamentos del orden social. 
Desde la perspectiva filosófica de los Estados modernos 
influenciados por el racionalismo, se considera que los 
gobiernos no pueden obrar de forma caprichosa cuando 
formulan y ejecutan sus políticas y que deben sujetarse 
a los principios generales de la administración, el dere-
cho y la ética pública. De todos modos, ninguna técnica 
administrativa garantizará el desarrollo exitoso de una 
política mientras ésta no logre el suficiente respaldo po-
lítico. De ello se desprende que varias de las técnicas 
involucradas en la gestión de las políticas públicas se 
enfoquen en el manejo de los actores, de sus intereses y 
de su capacidad para influenciar las decisiones de mane-
ra explícita y transparente. 

Política pública: Una definición 
operativa

No existe consenso sobre la definición de las políticas 
públicas ni sobre la manera de administrarlas [20-23]. 
En términos generales, las políticas públicas son dispo-
sitivos para el control social definidos por los sistemas 
políticos modernos con el propósito de regular un asunto 
de interés general y en particular la aplicación de los re-
cursos. En las sociedades donde predominan los Estados 
de derecho, las políticas públicas pueden definirse como 
directrices obligatorias fijadas con el propósito de regu-
lar un asunto particular considerado de interés público, 
que de otra forma no se resolvería espontáneamente. 

Expresiones formales de una política 
pública

Desde la perspectiva técnica, las políticas públicas son 
sistemas complejos de decisión y control que, en la prác-
tica, se expresan de cuatro formas complementarias: 

•	 Dispositivos jurídicos;
•	 dispositivos administrativos;
•	 dispositivos de control ideológico y;
•	 mecanismos contractuales (contratos, acuerdos 

y tratados sobre asuntos públicos). 

Desde 1990 la banca internacional ha impulsado 
el término gobernanza como un estilo de gestión de lo 
público; esta noción limita las funciones del Estado a 
la ejecución de actividades técnicas relacionadas con el 
mantenimiento del orden social requerido para la opera-
ción de los mercados.
Disposiciones legales y jurídicas

Las normas constitucionales, leyes, decretos y demás 
normativas de Estados actúan como dispositivos de con-
trol social para asegurar la legitimidad y sostenibilidad 
de la política y promover su articulación con el sistema 
jurídico. En los Estados de derecho, toda política pública 
debe respaldarse en la normatividad jurídica del país. En 
tal sentido, al formular una política pública puede ser 
necesario definir también normas específicas que ase-
guren su coherencia con el sistema jurídico y soporten 
se legalidad. La juridicidad de la política puede ser in-
dispensable para garantizar su legitimidad, pero por sí 
misma es insuficiente para asegurar los resultados. Las 
disposiciones que garanticen la coherencias jurídica son 
aún más importantes en los casos en que las políticas 
afecten los derechos de las personas y cuando contem-
plen sanciones para los infractores. 
Dispositivos administrativos

La puesta en marcha de una política pública puede ser 
un proceso particularmente complejo, que difícilmente 
logrará los fines previstos si no se apoya en un sistema 
administrativo apropiado [21]. El componente adminis-
trativo de una política pública se refiere al conjunto de 
mecanismos y procedimientos técnicos desarrollados 
para poner en marcha la directriz, que reduzcan la incer-
tidumbre de los resultados y aseguren el éxito. Dichos 
mecanismos son la planificación y el soporte burocrático.
Los sistemas de planificación como herramientas de 
gestión 
En la práctica, las políticas públicas se expresan en los 
planes, programas y proyectos dirigidos directa o indi-
rectamente por el Estado, donde el contenido de la direc-
triz se despliega de forma detallada y sistemática. Los 
planes nacionales y sectoriales de desarrollo, los proyec-
tos estatales y los programas de gobierno son mecanis-
mos importantes para la puesta en marcha de políticas 
públicas y constituyen factores críticos de su éxito. De 
lo anterior se concluye la importancia de adoptar un mo-
delo apropiado de planificación que soporte la gestión 
de la política y que defina como mínimo los siguientes 
elementos nucleares de la directriz: 

•	 Los objetivos o resultados esperados;
•	 las estrategias para lograrlos;
•	 los recursos humanos, técnicos y financieros 

necesarios;
•	 los criterios de seguimiento y evaluación. 
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Para la planificación de la salud se han propuesto 
múltiples enfoques. Algunos hacen énfasis en las técni-
cas y métodos [24, 25]; otros al estilo o la forma como se 
toman las decisiones en la organización, diferenciando 
los modelos autocráticos de los participativos y concer-
tados [26]. Conviene precisar que el éxito de la planifi-
cación no depende de uno u otro modelo teórico, sino de 
articular los recursos y las voluntades, organizándolas 
de la mejor manera posible alrededor de una intencio-
nalidad. El mejor modelo de planificación permitirá al 
grupo integrar sus esfuerzos y actuar ordenadamente en 
la dirección prevista con el menor esfuerzo y el máximo 
provecho. La literatura revela que ningún modelo es por 
sí mismo mejor que otro, y que el resultado depende más 
bien de la capacidad de liderazgo, del clima generado en 
la institución y del respaldo obtenido desde el entorno. 

Entre los enfoques de planificación aplicados en sa-
lud se destacan:

El enfoque normativo tradicional: considera la 
planificación como un esquema de decisiones basado en 
reglas y principios fijos que toda la organización deben 
cumplir. Los planes de las dependencias se formulan 
adaptando objetivos, metas y estrategias definidas por 
la alta dirección. Este enfoque se apoya en matrices que 
las dependencias van llenando y que al final consolida-
rán el plan global. Se ha criticado el carácter mecánico, 
conservador y rígido de estos enfoques y del desconoci-
miento de los contextos. Estos enfoques de planificación 
suelen ser ampliamente utilizado en varios países para 
controlar las inversiones y asegurar el cumplimiento de 
metas mínimas. 

El enfoque sistémico: es un enfoque holístico; con-
sidera la realidad como una totalidad integrada por com-
ponentes diferentes que deben definirse e intervenirse 
desde la perspectiva del todo. Los sistemas de salud se 
consideran sistemas complejos, que deben analizarse e 
intervenirse integralmente y donde el éxito de las inter-
venciones radica en controlar las interacciones entre sus 
componentes. Desde este enfoque existen técnicas cuali 
y cuantitativas que modelan las situaciones para descu-
brir las mejores opciones para influenciar su desempeño 
[27, 28]. La rigurosidad de las técnicas y conceptos del 
enfoque sistémico limitan sin embargo su aplicación al 
ámbito de grupos de expertos. 

La planificación estratégica situacional (PES): 
considera que las situaciones sociales son complejas, 
cambiantes, inciertas y sólo parcialmente controlables. 
Los planes estratégicos se formulan con dos fines: anti-
cipar una visión posible del futuro y servir de derrotero 
para organizar las acciones que permitan intervenirlo. 
Este enfoque supone que las decisiones deben basarse en 
un buen análisis de la situación y que de allí se derivan 
propuestas de acción inteligentes, ágiles y creativas. El 
análisis de la situación implica dar cuenta como mínimo 
de tres elementos: a) el problema que constituirá el cen-

tro de los esfuerzos, b) sus causas y c) sus consecuen-
cias. Existen dos vías para hacer un análisis de la situa-
ción: una global y otra específica. La primera consiste 
en abordar una situación general (problemática o macro-
problema) y luego descomponerla en problemas espe-
cíficos organizados según su prioridad; esta es la forma 
que enfrentan con frecuencia los gobiernos territoriales, 
es más compleja y demanda mayores esfuerzos; pero a 
largo plazo puede ser la que asegure resultados mejores 
y sostenibles. La otra vía consiste en centrar los esfuer-
zos en situaciones concretas (problemas específicos) y 
resolverlas progresivamente; esta vía permite controlar 
problemas coyunturales y ofrece resultados parciales vi-
sibles a corto plazo, pero no siempre garantiza la efecti-
vidad, eficiencia o sostenibilidad de las intervenciones.

En su propuesta de Planificación Estratégica Situa-
cional, Matus desarrolló un modelo de alta dirección 
(Método Altadir de Planificación Popular − mapp)[26] 
aplicable a planes de gobierno y con un fuerte compo-
nente de participación social. Comprende tres momen-
tos [29]:

•	 Un momento explicativo: Análisis y valoración 
de una situación de interés común, donde los 
actores involucrados confrontan sus perspecti-
vas e intereses.

•	 Un momento político/estratégico destinado a 
definir por consenso la situación–objetivo y a 
decidir sobre las acciones posibles más conve-
nientes.

•	 Un tercer momento operativo donde se toman 
decisiones sobre recursos, responsabilidades y 
procedimiento

Los enfoques de gestión por proyectos: desde 
1980 se han propuesto enfoques dirigidos a problemas 
específicos cuya solución se administra bajo la forma de 
proyectos. Con fines prácticos, un proyecto es un con-
junto articulado y detallado de supuestos, decisiones y 
recursos interrelacionados y coordinados hacia un obje-
tivo específico. Se considera que deben tener un objeto 
específico, temporalidad definida, dependencia de los 
planes, flexibilidad, creatividad, singularidad e integra-
lidad (consistencia interna). Varios enfoques de gestión 
por proyectos, entre ellos el de Marco Lógico [30,31] 
(conocido también como Administración de proyectos 
orientada por objetivos zopp ), coinciden con los postu-
lados del mapp, particularmente en la necesidad de partir 
de una buena formulación del problema y de fortalecer 
la participación de los involucrados [32, 33]. La gestión 
por proyectos es útil en aspectos específicos de una polí-
tica pública, pero no sustituye a la planificación y, por el 
contrario, puede fraccionar los esfuerzos si no existe un 
buen plan articulador. 

El soporte burocrático, requisito para la aplica-
ción de la política: se refiere a la previsión y puesta en 
marcha de las instancias organizativas responsables de 
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aplicar la política y velar por su desarrollo. Consiste en 
prever las condiciones de operación de la política, entre 
otras: instituciones o agentes a cargo de su implemen-
tación, actividades deben realizarse; recurso humano y 
técnico requerido; cómo se financiará, quién y cómo ve-
lará por su cumplimiento. Según el modelo de gestión 
del país, el soporte burocrático puede estar a cargo del 
Estado, de agentes privados que actúen para el Estado 
o de agentes comunitarios. Cada una opción da lugar 
a procesos diferentes de gestión cuyos resultados son 
controversiales. En el caso de la salud, la privatización 
de los servicios ha fortalecido las industrias de asegu-
ramiento, medicamentos e insumos médicos, también 
aumentó el gasto de bolsillo, generó barreras de acceso 
y el incremento en los costos de operación [34-39]. A 
la luz de estos debates, no puede aceptarse a priori que 
la gestión privada es mejor que la estatal (o viceversa) 
sin las evidencias disponibles y sopesar los riesgos de 
la decisión en términos del interés público. Cuando la 
implementación de la política esté a cargo de agentes 
privados, los actos administrativos de delegación de-
berán garantizar que se privilegien los fines sociales 
del Estado y el bien común por encima de los intereses 
particulares de quien asume la función.

Dispositivos de control ideológico

Para asegurar que la política se cumpla exitosamente no 
bastan las normas jurídicas o dispositivos administrati-
vos. Es necesario que la directriz sea conocida, aceptada 
y adoptada por los actores sociales. Ello puede lograrse 
mediante dispositivos de control ideológico y básica-
mente de la educación y la propaganda.

La educación como dispositivo de control social

La educación es el proceso mediante el cual una socie-
dad forma y moldea el comportamiento de sus integran-
tes; en tal sentido, constituye un potente dispositivo de 
control social que se presenta de diferentes formas: la 
educación formal o escolarizada y la educación infor-
mal; adicionalmente algunos autores hablan de educa-
ción no formal para referirse a programas de capacita-
ción no conducentes a título académico. 

La educación informal 

Comprende un conjunto de procesos sociales incorpo-
rados a las cotidianidad que nos forman desde la niñez 
reforzando comportamientos aceptables por el grupo y 
sancionando aquellos que no encajan dentro de los valo-
res vigentes; este proceso de adaptación y cambio con-
tinúa a lo largo de toda la vida, si bien ocurre gracias 
a mecanismos variados que pueden ser diferentes a los 
que se dan en la infancia [40], y aseguran que las per-
sonas se vayan ajustando a las exigencias sociales. El 
reconocimiento de que las personas siguen aprendiendo 
continuamente, ha dado lugar a enfoques y desarrollos 

pedagógicos orientados a la formación de los adultos 
en ámbitos sociales no institucionalizados. Los avances 
en pedagogía han evidenciado que la información por sí 
misma no es suficiente para cambiar los comportamien-
tos de la gente de forma sostenible y es necesario aplicar 
otras estrategias. Estas modalidades de educación (for-
mal, no formal e informal) pueden constituir herramien-
tas claves para el éxito de una política pública, y será 
necesario contar con el apoyo de expertos al momento 
de diseñar las estrategias pedagógicas pertinentes. 

La propaganda

Se refiere al conjunto de mensajes que buscan influir 
en el sistema de valores de las personas y modificar su 
conducta. Se define como una forma intencional y sis-
temática de persuasión con fines ideológicos, políticos 
o comerciales, con el intento de influir en las opiniones, 
emociones, actitudes y acciones de los grupos de desti-
natarios específicos mediante la transmisión controlada 
de información (basada o no en hechos reales) princi-
palmente a través de medios masivos y directos [41]; 
la propaganda se considera un poderoso mecanismo de 
control social y político. En el caso de las políticas pú-
blicas, la propaganda involucra acciones realizadas por 
actores políticos con el fin de impulsar la adhesión a un 
sistema de normas y asegurar su aprobación y cumpli-
miento por la población. Históricamente la propaganda 
ha estado marcada por tergiversaciones, por el fortale-
cimiento de prejuicios y por llamamientos a actuar de 
forma apasionada e irreflexiva; por tal razón suele consi-
derarse como falsa, engañosa y maliciosa; sin embargo, 
tal como ocurre con otros dispositivos políticos, la pro-
paganda no es por sí misma buena ni mala pues depende 
tanto de los fines que se persiguen como de la manera 
como se realiza. Algunos enfoques han propuesto que el 
objetivo de la propaganda no es informar sino convencer 
y que en tal sentido no debe sujetarse a la verdad sino 
persuadir y lograr el control de un comportamiento del 
sujeto. En el caso de las políticas públicas la propaganda 
debe sujetarse a los principios jurídicos y éticos del país, 
en particular a la veracidad, la oportunidad, la impar-
cialidad y el respeto a las personas. Adicionalmente, al 
diseñar el sistema de propaganda para poner en marcha 
la política, se considerarán los aspectos técnicos relacio-
nados con el resultado esperado, las poblaciones objeto, 
los mensajes considerado más apropiado y los mejores 
medios para lograrlo. 

A diferencia de la propaganda que busca cambiar las 
creencias y valores de la gente, la publicidad se ha desa-
rrollado en el contexto del mercado, donde se entiende 
como el conjunto de acciones dirigidas al público sobre 
un producto o servicio a través de los medios de comu-
nicación para motivarlo hacia el consumo. Las técnicas 
desarrolladas por la publicidad se han aplicado también 
al cambio de valores y a la adhesión de la gente a ciertos 



Gestión de políticas públicas: aspectos operativos

Facultad Nacional de Salud Pública        227

esquemas de comportamiento; por esta razón algunos 
autores consideran que no hay una diferencia sustancial 
entre la propaganda y la publicidad. En todo caso, mo-
dificar los comportamientos de las personas no es algo 
sencillo; esto lo saben bien los expertos en propaganda y 
publicidad, áreas donde se han logrado desarrollos tec-
nológicos importantes y con frecuencia altamente espe-
cializados. Por tanto deberá preverse la participación de 
expertos en estas áreas al momento de diseñar las estra-
tegias para poner en marcha la política. 

Los tratados, acuerdos y contratos como instrumentos 
de gestión de lo público

Estos tres tipos de dispositivos han predominado en los 
Estados capitalistas de corte keynesiano y también en los 
Estados socialistas. Actualmente, y en seguimiento de 
los principios de la Modernidad, siguen siendo aplicados 
por la mayoría de los países democráticos. Sin embar-
go, desde 1980 se viene imponiendo un nuevo modelo 
de gestión pública que es objeto de controversia. En los 
países con influencia neoliberal, el Estado se retrae de 
los asuntos públicos y las decisiones políticas relaciona-
das de interés colectivo vienen siendo definidas por los 
grupos económicos más poderosos mediante prácticas, 
tratados y acuerdos comerciales que se imponen a los 
gobiernos y los particulares. En estos países el Estado 
pierde protagonismo como responsable de los asuntos 
públicos, la normatividad se debilita, excepto en lo con-
tractual, los mecanismos administrativos derivan hacia 
la gerencia de utilidades económicas, la propaganda se 
centra en la publicidad de bienes y servicios y los dere-
chos ciudadanos se convierten en derechos del consumi-
dor que cada persona resuelve con un proveedor privado 
mediante contrato. En el marco del modelo económico 
y social impulsado por las corrientes neoliberales, la 
gestión de los asuntos públicos cambia notablemente; el 
Estado no se considera responsable directo de las nece-
sidades de las personas, quienes se obligan a establecer 
contratos con proveedoras privadas de bienes y servicios 
en salud, educación, agua potable, energía, comunica-
ciones, seguridad, etc. Las empresas responsables de las 
necesidades de sus usuarios se obligan a respetan los de-
rechos mientras se mantenga el pago. En este contexto la 
noción de derechos ciudadanos se debilita para dar lugar 
a lo que algunos autores denominan “derechos progra-
máticos” cuya legitimidad se considera supeditada a la 
capacidad de pago de las personas [42, 43].

La expansión del modelo neoliberal en la adminis-
tración de los asuntos públicos dio origen a la nueva 
gestión pública (New Public Management - npm)[44-
46] que propone resolver los problemas sociales en los 
mercados y cuyos efectos en la salud han sido objeto 
de profundos cuestionamientos [47-57]. Formalmente 
el npm propone, entre otros principios: a) adoptar para 
la gestión de lo público los principios del mercado, b) 

separar los aspectos políticos de los administrativos, c) 
restaurar el poder de los individuos sobre el Estado, d) 
descentralizar las instituciones estatales y fomentar la 
delegación de competencias, e) reducir las jerarquías, f) 
centrar la administración en la generación de recursos 
y utilidades, y g) re enderezar el Estado hasta llevarlo a 
sus proporciones óptimas. 

De todos modos, en países que delegaron en el sec-
tor privado la gestión de un servicio o un bien públi-
co, se deberá velar porque los contratos garanticen el 
cumplimiento de los fines sociales del Estado y aseguren 
los intereses públicos por encima de los intereses de los 
agentes privados. En la medida en que la política invo-
lucre la gestión de agentes privados será necesario for-
talecer mecanismos ágiles y efectivos de interventoría, 
contraloría y veeduría social. 

Tipos de políticas públicas 

Las políticas públicas pueden calificarse según la inten-
cionalidad predominante, en las siguientes categorías no 
excluyentes entre sí:

Políticas promotoras

Se aplica a aquellas directrices que promueven un tipo 
específico de actuación considerado conveniente para 
resolver problemas de interés público. Ejemplo: la pro-
moción de la lactancia materna, del buen trato en la es-
cuela, de la separación de basuras en la fuente, de las 
buenas prácticas, de las veedurías sociales, o algún tipo 
particular de consumo (medicamentos, actividad física). 
Las políticas promotoras suelen apoyarse en dispositi-
vos ideológicos (propaganda, educación, información 
masiva). Estas estrategias pueden ser insuficientes para 
lograr el cambio deseado, pues los individuos no son 
completamente libres para asumir sus decisiones; por 
ello es necesario realizar intervenciones complementa-
rias modificando el entorno de las personas, apoyando 
el cambio de comportamiento con acceso a los recursos 
necesarios, creando incentivos y poniendo en marcha 
medidas administrativas o jurídicas [3].

Políticas protectoras de bienes considerados de 
interés público

Protegen a un sector de la sociedad frente a una amenaza 
previamente detectada; ejemplo: protección de grupos 
en condiciones de riesgo, protección de los derechos 
a la salud, la vida, la honra, la libertad y la propiedad, 
protección de la industria nacional, protección del con-
sumidor, protección de los bienes patrimoniales, de las 
reservas naturales, y de los bienes públicos en general, 
materiales o inmateriales. El éxito de estas políticas pue-
de depender de la capacidad del Estado para neutralizar 
la fuente de amenaza; esto no siempre es sencillo cuan-
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do la amenaza proviene de grupos militar, económica 
o políticamente fuertes. Las políticas protectoras de un 
bien público pueden ser particularmente controversiales 
y conflictivas. La clave para enfrentar el conflicto está en 
el grado de respaldo político, jurídico y social que pueda 
lograr el grupo interesado. La política puede respaldar-
se en los fundamentos jurídicos y éticos, en principios 
constitucionales y en consensos internacionales. La ges-
tión de estas políticas involucra medidas de legitimación 
jurídica, implantación de mecanismos efectivos de vi-
gilancia y control, dispositivos sancionatorios, procesos 
administrativos, acciones educativas y desarrollo de in-
vestigaciones sobre el problema y las formas de enfren-
tarlo. En ocasiones la clave puede radicar en la moviliza-
ción social por la defensa del derecho amenazado, hecho 
considerado legítimo en la mayoría de las democracias.

Políticas reguladoras de intereses en conflicto

Estas políticas enfrentan conflictos donde hay intereses 
divergentes pero presumiblemente legítimos frente a un 
asunto de interés público; ejemplo: Políticas de precios, 
de fijación de impuestos, de propiedad intelectual, de re-
ordenamiento urbano. En este caso la política debe ajus-
tarse a principios de justicia y equidad. Estas políticas 
demandan una cuidadosa fundamentación ética y jurí-
dica y su gestión comprende la aplicación de diferentes 
estrategias: estudios de impacto potencial, técnicas de 
negociación, formulación de reglas claras y transparen-
tes, y puesta en marcha de mecanismos efectivos de vi-
gilancia, control y sanción para los infractores.

Políticas reparadoras de un daño 

Pretenden revertir los efectos de un daño considerado 
de interés público: por ejemplo: Inclusión social de des-
plazados y refugiados, indemnizaciones por perjuicios 
y reparación de víctimas. La gestión de estas políticas 
puede demandar estrategias complementarias: desa-
rrollo de una normatividad que legitime la reparación; 
previsión de mecanismos administrativos de gestión de 
recursos para el resarcimiento y la re-socialización de 
los afectados, y la definición de instancias de control. 
Adicionalmente incluirán para evitar nuevas apariciones 
del daño y dispositivos para prevenir y sancionar ac-
ciones potencialmente lesivas para el bien común: san-
ciones económicas, publicidad dirigida a visibilizar el 
daño, medidas policivas y otros mecanismos de sanción 
social. Estas políticas demandan también el desarrollo 
de una adecuada fundamentación jurídica, educación y 
sistemas de vigilancia dirigidos a detectar y controlar 
oportunamente la amenaza.

Políticas sancionadoras

Pretenden desestimular un tipo de comportamiento o 
práctica contraria a los intereses públicos y corregir el 
desequilibrio producido por la vulneración de la norma; 

ejemplo: políticas anti-corrupción, control de la con-
ducción bajo los efectos del licor, o medidas contra la 
violencia doméstica. La sanción puede considerarse un 
acto necesario pero no deseado, en el sentido de que se 
le aplica para asegurar la norma cuando no se ha logrado 
evitar la infracción por otros medios. La política puede 
incluir mecanismos jurídicos sancionatorios de la infrac-
ción como la reclusión o la multa; sin embargo existen 
también mecanismos de sanción social que juegan un 
papel importante el control de las infracciones, como 
las expresiones de rechazo manifestadas como reacción 
ante ciertos comportamientos considerados contrarios a 
los valores. La sanción social puede contribuir a preve-
nir las infracciones a la norma; sin embargo, suele ser el 
producto de otros mecanismos de control social más que 
la causa de cambios en la escala de valores del grupo. 
Debido a la influencia de la educación, la propaganda y 
los medios de comunicación, las personas van adaptan-
do sus valores a la ideología vigente y actúan con base 
en estereotipos y prejuicios. En tal sentido la sanción 
social puede ser débil frente las infracciones e inclusive 
convertirse en un mecanismo de injusticia o exclusión. 
De lo anterior se concluye la importancia de administrar 
con cuidado este tipo de prácticas, previendo su impacto 
sobre el resto de los valores vigentes. 

Análisis de políticas públicas 

Una política pública es un dispositivo político comple-
jo y dinámico que involucra múltiples esquemas de de-
cisión (figura 1). Al analizar una política deberá darse 
cuenta, como mínimo, de los siguientes elementos [58]. 

El contenido: da cuenta de la norma, su objeto (ma-
nera de definir el problema), sus principios, su objetivo 
y sus estrategias. Se centra en los aspectos formales y 
suele apoyarse en técnicas de análisis del discurso; re-
salta los aspectos más relevantes de la directriz, sus in-
consistencias y sus vacíos. El problema con los análisis 
formales de una política es que sus contenidos explícitos 
no siempre coinciden con la situación real; en tal senti-
do, los analistas deben tener un criterio externo de refe-
rencia que permita valorar los enunciados de la política. 

Los actores involucrados: es importante dar cuenta 
de las personas, grupos e instituciones involucrados tan-
to en el problema como en la solución. Particular interés 
reviste el análisis de los actores participantes en la for-
mulación y aplicación de la política. El análisis incluye 
una caracterización de los involucrados, sus necesida-
des, intereses, mecanismos de organización, interaccio-
nes y su capacidad política para influenciar la decisión.

El contexto: da cuenta de las condiciones sociales, 
económicas, culturales y administrativas en que se gene-
ra el problema y se formula la política.
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El proceso: se centra en la forma como se desarrolló 
la política desde la construcción del problema hasta la 
evaluación de sus efectos. Se interesa por aspectos como 
la participación, la transparencia, la solución de conflic-
tos, las estrategias utilizadas por los involucrados para 
imponer sus intereses y el papel asumido por los actores. 

Los resultados: se enfoca en los efectos, favorables 
y desfavorables, generados por la política sobre el pro-
blema (resultados directos) y sobre otros sectores (re-
sultados indirectos). Al analizar el impacto es necesario 
demostrar que los cambios obedecen a la política y no 
a otra condición; no siempre es posible en la medida en 
que los problemas suelen responder a dinámicas com-
plejas.

Formulación de una política pública

Los problemas sociales llegan a la agenda política por 
diferentes vías, no siempre predecibles ni gobernables. 
En ocasiones se vuelven asuntos públicos por un proce-
so acumulativo de presiones, tensiones e insatisfaccio-
nes previas que redundan en la estabilidad del sistema 
político y demandan solución por los grupos en el poder; 
otras surgen como resultado de procesos coyunturales 
que captan el interés público; también puede ocurrir que 
ya exista una política pública pero nuevas condiciones 
afecten a los grupos y demandan ajustes. En todos los 
casos, para desencadenar la formulación de la política, la 
situación debe ser percibida como problema por los polí-
ticos y tomadores de decisiones [59]; lograr que asuman 

el problema como propio y decidan resolverlo por la vía 
de una política pública no siempre es una tarea sencilla. 
La figura 2 presenta los principales procesos involucra-
dos en la formulación de una política pública.

Desde una perspectiva técnica, la formulación de 
una política pública puede involucrar las siguientes ac-
ciones, estrechamente relacionadas entre sí:

Formulación y visibilización del problema como 
asunto de interés público

Es uno de los componentes más complejos del proceso 
pues involucra múltiples situaciones, actores e intereses 
relacionados entre sí de forma incierta. Entre las condi-
ciones que influyen en el posicionamiento de un asunto 
en la agenda pública están: a) los intereses particulares 
de los gobernantes, b) los intereses de los grupos econó-
micos, políticos y sociales capaces de presionar sobre 
los gobiernos, c) las presiones que ejercen los organis-
mos internacionales, y d) Los medios de comunicación 
[60]. Durante el proceso de reconocimiento y valoración 
de una problemática como prioritario, cada uno de estos 
grupos aplicará los recursos a su alcance para imponer 
sus intereses en la decisión, mediante técnicas de pre-
sión no siempre son conocidas por los demás actores, 
ni susceptibles de manejo técnico. Uno de los recursos 
más importantes es el acceso y control de los medios 
de comunicación [61]. Como resultado de este complejo 
proceso, el grupo con mayor poder decidirá no solamen-
te cuáles problemas incluir en la agenda sino también la 
forma de interpretarlos y presentarlos públicamente. Los 

Figura 1. Elementos involucrados en el análisis de una política pública
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demás grupos interesados pueden también afectar la de-
cisión utilizando los mecanismos pertinentes: abogacía, 
cabildeo, difusión de evidencias, propaganda y movili-
zación social. 

El posicionamiento del problema en la agenda no 
ocurre de forma pasiva ni al azar; en la práctica suele 
ser el producto de un grupo de interés que logra influen-
ciar a decisores y cuyo éxito está ligado a su grado de 
organización, su disponibilidad de recursos y sus nexos 
con el aparato político. Es necesario considerar que los 
gobiernos no representan un interés homogéneo y que 
en ocasiones son el espacio de confluencia de diferentes 
grupos de poder inspirados por intereses en conflicto. La 
legitimidad de los gobiernos puede ser variable, al igual 
que su capacidad para controlar las agendas. Al impulso 
de los modelos neoliberales, la soberanía de los Estados 
se viene limitando a marcos cada vez más restringidos 
impuestos por la banca internacional y los tratados co-
merciales. En resumen, los núcleos de poder y los reales 
tomadores de decisiones no siempre están en el gobierno 
y esto debe quedar claro para los demás actores sociales 
al momento de diseñar sus estrategias.

La capacidad de un grupo de interés para llegar a la 
agenda política e influenciar las decisiones puede depen-
der de las siguientes acciones:

Fundamentación de la argumentación

Implica recopilar y sistematizar la información sobre 
la situación que se pretende regular, precisando: a) su 
definición en términos operativos que sean susceptibles 
de intervención, b) sus causas; c) sus consecuencias; d) 
su tendencia; e) su impacto social, político y económi-
co; y f) su significado para la opinión pública. Durante 
esta fase es particularmente importante buscar, revisar, 
valorar e interpretar la evidencia, entendida como la 
mejor información encontrada entre las fuentes dispo-
nibles [62]. En relación con las políticas públicas en sa-
lud la literatura ha acuñado el concepto de salud pública 
basada en la evidencia, entendida como el desarrollo, 
implementación y evaluación de intervenciones para 
promover y proteger la salud mediante la aplicación de 
los principios del razonamiento científico [63, 64]. La 
revisión de la evidencia debe cubrir de manera ordenada 
y exhaustiva la información científica, el saber popular 

Figura 2 Procesos involucrados en la formulación de una política pública
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y el conocimiento del grupo con base en sus experien-
cias [65, 66]. La argumentación deberá considerar que el 
dato por sí mismo no da cuenta de la situación si no ha 
sido apropiadamente valorado desde perspectivas técni-
cas (validez, confiabilidad, vigencia) y morales (según 
los códigos éticos, jurídicos y culturales). El enfoque de 
políticas basadas en la evidencia ha sido objeto de un 
intenso debate; sus críticos han cuestionado la inconve-
niencia de extrapolar al ámbito de las ciencias sociales 
una noción de evidencia que presenta dificultades aún 
en las ciencias naturales; por otra parte la brecha entre 
la gestión del conocimiento y el policymaking ha sido 
ampliamente estudiada. Los estudios sugieren que la 
gestión del conocimiento puede optimizar las decisiones 
políticas; sin embargo este proceso no ocurre mecánica-
mente y está relacionado con múltiples condiciones, los 
contextos políticos, las características y estereotipos de 
los actores y el grado de interacción entre los académi-
cos y los políticos [59, 67-69].

Análisis de involucrados

El término análisis de involucrados (denominado por al-
gunos mapeo de actores), se refiere a la caracterización 
de los agentes sociales actual y potencialmente afecta-
dos por la situación e interesados en los resultados de 
la política [70]. Los involucrados constituyen un grupo 
heterogéneo y dinámico que incluye a las personas e ins-
tituciones afectadas por el problema, a los interesados en 
mantener o en cambiar la situación y a quienes pudieran 
influir sobre la decisión: sectores de la población, gre-
mios, grupos económicos, académicos, organismos in-
ternacionales, partidos políticos, funcionarios públicos, 
gobernantes y medios de comunicación. Cada uno de 
ellos puede tener su propia visión del problema, desde 
sus intereses particulares. El análisis de involucrados se 
refiere a la identificación temprana, sistemática y perma-
nente, de los intereses que se entrecruzan en relación con 
el problema y con las posibles soluciones y a la valora-
ción de las fuerzas resultantes de esta interacción [71]. 
Es fundamental tener en cuenta a todas las personas y 
agencias interesadas, en el problema y en las posibles 
soluciones, caracterizando la función que asume dicho 
actor, sus intereses, potencialidades y limitaciones y 
por último, las implicaciones de su papel para el pro-
yecto. Desde una perspectiva el análisis de involucrados 
comprende tres grupos de acciones complementarias: 
a) identificación y caracterización de los involucrados, 
b) valoración de su capacidad de influencia y c) defini-
ción de estrategias dirigidas a incorporarlos al proceso 
de solución [72]. Un buen análisis de involucrados debe 
aportar información suficiente y útil para formular estra-
tegias específicas de cabildeo dirigidas a cada audien-
cia según sus características. Un análisis superficial de 

los involucrados puede llevar a desconocer la fuerza de 
actores que finalmente terminarán imponiendo sus inte-
reses. Existen múltiples técnicas que facilitan el análisis 
de involucrados. La idea no consiste solo en documentar 
los análisis sino en utilizar esta información para definir 
las estrategias de cabildeo más apropiadas.

Diseño de estrategias de abogacía 
(advocacy) y cabildeo (lobby). 
En apartes anteriores se ha insistido en que las políti-
cas públicas son el resultado de procesos de interacción 
social donde los grupos con mayor poder imponen su 
voluntad. Desde el Renacimiento, Maquiavelo puso en 
evidencia el amplio repertorio de estrategias utilizadas 
por los políticos para conseguir y mantenerse en el po-
der, entre las cuales se incluyen: manipulación, mentira, 
trampa, engaño, traición, chantaje, intimidación y hasta 
homicidio. Los medios de comunicación han evidencia-
do que estas prácticas siguen aplicándose en la actuali-
dad en diferentes países, y que forman parte de las agen-
das secretas de los gobiernos, aún de aquellos que se 
precian como democráticos [13]. Frente a estas prácticas 
se levantan los principios éticos y jurídicos de los Esta-
dos Modernos, que son defendidos desde los acuerdos y 
agencias internacionales [73]. Dichos principios asumen 
que la participación de los ciudadanos y los grupos de 
interés debe ser transparente y ajustarse estrictamente a 
los fundamentos jurídicos y éticos que rigen para los Es-
tados democráticos de derecho. 

Entre las modalidades de participación en políticas 
públicas se destacan: 

La abogacía definida como el proceso dirigido a in-
fluenciar los actores sociales para obtener su respaldo en 
una decisión política. 

El término cabildeo suele aplicarse a una forma de 
abogacía realizada directamente sobre los gobernantes y 
legisladores por un grupo encargado específicamente de 
esta actividad; se define como la actividad sistemática 
de persuasión realizada sobre personas o instituciones 
con poder de decisión o presión en un campo de la vida 
social, para asegurar su apoyo a cierto tipo de argumen-
tos o puntos de vista en torno a un asunto controversial. 

Entre las formas de abogacía compatibles con los 
lineamientos éticos de agencias internacionales y los 
principios de los Estados de derecho, figuran: 

•	 Estrategias de medios: comunicados a la opi-
nión pública, ruedas de prensa, programas in-
formativos de radio y TV , publicidad y pro-
paganda;

•	 movilización social: marchas y manifestacio-
nes públicas;

•	 actos académicos de debate, análisis y difusión 
de argumentos y evidencias;



•	 alianzas según los resultados del análisis de in-
volucrados;

•	 cabildeo directo.
El cabildeo se ha desarrollado desde fines de 1970 

impulsado por grupos de activistas, organizaciones sin 
ánimo de lucro y por empresas privadas en defensa de 
sus intereses. Desde mediados de 1990 el cabildeo ha 
venido configurando un área profesional especializada y 
en algunos casos una industria de la intermediación [74].

Ambos procesos, abogacía y cabildeo, son particu-
larmente delicados desde la ética pública, y sus métodos 
y alcances son materia de preocupación y debate inter-
nacional, particularmente en relación con la capacidad 
de algunos grupos de imponer su voluntad por cualquier 
medio, cooptar el Estado en defensa de intereses mino-
ritarios y restringir los intereses públicos [73, 75, 76].

La abogacía y el cabildeo tienen riesgos políticos 
y su éxito se relaciona con la claridad del objetivo que 
se persigue, la legitimidad de los principios que las fun-
damentan, su coherencia interna y su consistencia con 
otras acciones y la inteligencia de sus métodos. Estos 
procesos de abogacía y cabildeo dependerán también del 
grado de compromiso, la imagen ante la opinión pública 
y el liderazgo de los grupos de interés.

Se ha destacado la mediación como una forma parti-
cular de incidir en las políticas. Mientras la abogacía y el 
cabildeo persiguen los intereses propios de los actores, 
la mediación se asume neutral frente a dos o más posi-
ciones antagónicas. En la medida en que el mediador no 
toma partido facilita el acercamiento entre los actores. 
La neutralidad no implica ausencia de criterios, princi-
pios o valores por parte del mediador; la claridad, legi-
timidad y firmeza de los principios constituyen la clave 
del éxito de la mediación. 

Definición del objeto de la política

Teóricamente, las políticas públicas deben orientarse 
hacia problemas de interés público. El objeto de una po-
lítica se percibe como problema y será objeto de regula-
ción. Formular el objeto de la política implica definir y 
caracterizar una situación desde la perspectiva del bien 
común, expresándola como el problema de un grupo que 
afecta simultáneamente los intereses de los demás y en 
tal sentido se considera de interés público. Formalmente 
el objeto de la política puede expresarse como un pro-
blema existente o como una necesidad no resuelta. 

Precisar el problema no es fácil. La dificultad radi-
ca en que los problemas no existen por sí mismos, sino 
cuando las personas valoran una situación como contra-
ria a sus intereses y la califican de problema. Los seres 
humanos van configurando intencionalidades o intereses 
desde sus condiciones biológicas, su historia personal y 
sus interacciones sociales; en la vida diaria van valoran-

do sus experiencias a la luz de estos intereses y aquellas 
que chocan con ellos se valoran como problemas. En tal 
sentido, un problema es la distancia entre la forma como 
las personas experimentan una situación y la forma 
como esperan que ocurra. La clave para juzgar una situa-
ción como problema radica en los intereses de quienes 
lo valoran. Valoramos como problema aquello que no 
encaja en nuestras intencionalidades y la importancia de 
los problemas es proporcional a la magnitud de nuestros 
intereses. La diversidad de experiencias e intereses hace 
que se tenga una valoración diferente de los problemas. 
Por consiguiente, la caracterización y valoración de los 
problemas tiene un componente subjetivo esencial que 
surgirá inevitablemente en los procesos de formulación 
de la política.

Formular “el objeto” de las políticas implica definir 
el problema que justifica la intervención y que articula 
los componentes de la directriz. Las políticas públicas 
tienen sentido en la medida en que contribuyan a re-
solver problemas de interés público. Por esto no puede 
esperarse mucho de una política que no haya precisado 
adecuadamente su objeto; En varios países de la región 
con frecuencia se piensa en aplicar soluciones aún antes 
de comprender la situación que se quiere regular. 

No es fácil hacer converger los intereses y reque-
rimientos de la población en un planteamiento unifor-
me. Diferentes enfoques administrativos han propuesto 
modelos y técnicas para analizar y formular problemas 
[77]; algunas podrían ser importantes para definir el 
asunto de interés público que será objeto de interven-
ción. El enfoque de marco lógico, un método extendido 
en América latina para administrar proyectos, propone 
técnicas relativamente sencillas para formular y carac-
terizar operativamente un problema. Es claro que una 
política pública es algo más que un proyecto; sin embar-
go, cuando el contexto lo permite, la formulación de una 
política puede administrase como tal, y en las técnicas 
administrativas tradicionales pueden ser de gran ayuda. 

La formulación técnica de una situación como pro-
blema de interés público implica varias acciones com-
plementarias: 

•	 La caracterización y valoración de la proble-
mática general en que se inscribe. Un buen 
análisis debe dar cuenta del comportamiento y 
manifestaciones de la problemática en los úl-
timos años. El análisis de la problemática im-
plica descomponerla en problemas específicos 
que pudieran analizarse y evaluarse más fácil-
mente;.

•	 la selección de los problemas específicos que 
serán objeto de interés para la política. Aunque 
existan recursos, la política no puede dispersar 
sus esfuerzos. Es necesario realizar priorizacio-
nes que concentren los esfuerzos;



•	 el análisis etiológico del problema. Expli-
can por qué se está produciendo el problema. 
Comprende la identificación, caracterización y 
valoración de las causas del problema y de sus 
consecuencias para los involucrados.

La formulación técnica del problema debe funda-
mentarse en una buena evaluación crítica de la informa-
ción disponible, tanto en la literatura publicada como en 
las experiencias de los actores. 

Definición de los principios y 
fundamentos de la intervención 
Legitimidad: se refiere al respaldo social con que cuen-
ta la directriz y se relaciona con el poder para lograr 
obediencia sin necesidad de recurrir a la intimidación 
o coerción. Desde la concepción moderna, las políticas 
no deben fundamentarse en la violencia ni la arbitrarie-
dad, sino en razonamientos que den sentido y viabili-
dad a la directriz. En los Estados de Derecho, la legiti-
midad de una política se fundamenta en su coherencia 
con la plataforma jurídica y con los valores propios de 
la organización social. 

La formulación de una política pública implica ase-
gurar su legitimidad. Será necesario definir los princi-
pios de la intervención, que son enunciados explícitos 
de tipo jurídico, moral y técnico que revisten de legiti-
midad la directriz y le otorgan el carácter de norma obli-
gatoria. Contar con principios que orienten la decisión 
es particularmente importante al momento de resolver 
problemas complejos que sean objeto de debate. 

En relación con la salud, los organismos internacio-
nales [78, 79] han propuesto algunos objetivos que cons-
tituyen principios de toda política pública:

•	 Reducir las desigualdades de salud;
•	 mejorar el estado de salud;
•	 mejorar la respuesta del sistema de salud a las 

legítimas expectativas de la población;
•	 proteger a las personas de un modo equitativo 

de las consecuencias financieras derivadas del 
cuidado de la salud

Formulación de los objetivos de la 
política 
Una política pública debe tener objetivos bien definidos. 
Estos son la expresión anticipada de los resultados es-
perados y suelen formularse como una situación futura 
favorable y observable, donde el problema se ha des-
pojado de su carga negativa; algunos objetivos pueden 
cuantificarse en el tiempo y reciben el nombre de metas. 

Existen diferentes enfoques para la formulación de 
objetivos [32]. Un error frecuente consiste en confundir 
el resultado esperado (el qué) con el medio para lograr-

lo (el cómo). Esta confusión suele afectar la efectividad 
de las intervenciones desviando la atención hacia los 
esfuerzos más que a los productos; por ejemplo, el obje-
tivo de una política de salud debería ser el mejoramiento 
en una condición o indicador de salud, más que el au-
mento en coberturas de aseguramiento o el consumo de 
servicios médicos; éstos últimos pueden ser importantes 
como medios, pero no como fines y su realización no 
garantiza por sí misma que mejore la salud. 

Formulación de las estrategias 
Luego de los objetivos, la política debe definir la forma 
de alcanzarlos. Para esto existen múltiples formas; al-
gunas más efectivas, más simples, más seguras o menos 
costosas. Al examinar las diferentes alternativas es po-
sible identificar alguna que parezca más ventajosa que 
las demás porque garantiza los resultados mejores con 
el mínimo de pérdidas. Una estrategia es aquel princi-
pio de acción que ofrezca la máxima ventaja frente al 
objetivo previsto. La selección de las estrategias no es 
un acto mecánico, sino el producto de un análisis inte-
ligente; se deberán comparar sistemáticamente varias 
alternativas antes de seleccionar la opción estratégica, 
sopesando los resultados, los esfuerzos y los daños po-
tenciales. A este respecto es importante revisar quié-
nes, cómo y cuándo han aplicado las estrategias y qué 
resultados han obtenido con ellas. 

Las estrategias son medios y no fines, pierden su 
valor si se les separa del objetivo. No tiene sentido di-
señar estrategias sin definir previamente los objetivos. 
Formalmente las estrategias pueden expresarse como 
esquemas generales de acción dirigidas de manera es-
pecífica a lograr un resultado; adicionalmente, deben 
ser viables, factibles, evaluables y legítimas; deberán 
incorporarse de manera explícita en la política. Algu-
nos autores proponen expresar las estrategias como 
gerundios, para enfatizar su carácter de medios [72]; 

por ej.: Fortaleciendo la capacidad investigativa de las 
universidades…, desarrollando un sistema de infor-
mación…, redistribuyendo el sistema de impuestos…
Como líneas generales de acción, no se espera que las 
estrategias se describan de forma detallada; esto se 
hará durante la fase de planeación, al descomponerlas 
en unidades de acción más simples como procesos, 
procedimientos, actividades y acciones. Los objetivos 
y las estrategias constituyen el núcleo de la política. 

Definición de los aspectos formales y 
operativos 
Definidos los objetivos y las estrategias, será necesario 
definir los mecanismos jurídicos y administrativos re-
queridos para ponerla en marcha. Estos varían y depen-
den de las características de la política y de sus compo-
nentes; incluyen los siguientes:
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Proyectos jurídicos y legales: implica gestionar 
proyectos de ley, decretos u otras normativas. No todas 
las disposiciones de la política deben asumir la forma de 
norma jurídica, pero esta figura puede ser indispensable 
cuando la directriz afecta normas previas, particular-
mente en materia de recursos o derechos y prerrogativas 
de algunos actores, cuando entre ellos se presentan inte-
reses en conflicto, o cuando un gobierno quiere convertir 
sus programas y directrices (políticas de gobierno) en 
políticas permanentes (políticas de Estado). 

Planes, programas y proyectos: los planes de de-
sarrollo constituyen un excelente medio para poner en 
marcha políticas públicas, con la ventaja de que pueden 
articular esfuerzos y resolver sinérgicamente problemá-
ticas aisladas. Las políticas y sus estrategias deberán 
soportarse adecuadamente en el plan. Más que duplicar 
procesos generando planes paralelos que fragmentan la 
gestión, los responsables de la política pública podrían 
aprovechar y fortalecer los sistemas de planificación 
existentes. Al interior de los planes pueden definirse 
programas y proyectos que desarrollen los contenidos 
operativos de la política, precisando: actividades; metas; 
recursos; competencias y responsabilidades; ámbitos de 
aplicación; periodicidad; y sistemas de monitoreo y eva-
luación. 

Dispositivos de vigilancia y control: en la medida 
en que diferentes actores participen en la ejecución de 
la política y tengan responsabilidades, será necesarios 
sistemas de vigilancia y control que garanticen el cum-
plimiento de la directriz y la protección del interés públi-
co, en el marco de los fines sociales del Estado. En cada 
país pueden existir diferentes opciones para garantizar 
el cumplimiento de las políticas; en todo caso, las vee-
durías ciudadanas y los sistemas de rendición de cuentas 
(accountability) constituyen herramientas propias de la 
democracia que deberían fortalecerse [80]. Adicional-
mente debe preverse la efectividad de medidas antico-
rrupción que aseguren la transparencia y legalidad de las 
acciones involucradas en el desarrollo de la política; en-
tre ellas el fortalecimiento institucional y administrativo 
de las agencias estatales de control: fiscalías, contralo-
rías, personerías y defensorías del pueblo.
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